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1 �A lo largo de esta publicación, los términos arrendatario y hogares arrendatarios se utilizan indistintamente para referirse a los hogares arrendatarios.

2 �Cabezas de familia se refiere a los jefes de familia y, en su caso, sus cónyuges.

INTRODUCCIÓN
En todo Estados Unidos, el mercado privado por sí solo 
no logra satisfacer las necesidades de vivienda de los 
arrendatarios de más bajos ingresos, y la insuficiente ayuda 
federal para la vivienda no logra compensarlo. Puerto Rico 
no es diferente, pero su estatus territorial y sus condiciones 
económicas crean desafíos únicos en materia de vivienda. 
La isla ha sufrido importantes dificultades en los últimos 
veinte años, incluyendo recesiones crónicas que se han 
extendido durante más de una década, una crisis fiscal, 
fuertes recortes en el gasto público y varios desastres. 
Encontrar un empleo a tiempo completo es difícil debido 
a la débil situación económica, lo que conduce a altas 
tasas de desempleo y pobreza. Décadas de emigración y 
múltiples desastres relacionados con el clima también han 
dejado a la isla con un gran número de viviendas vacías y 
físicamente inadecuadas. El resultado es que muy pocas 
viviendas son asequibles y están disponibles para los 
arrendatarios puertorriqueños con los ingresos más bajos.

Cada año, el Informe La Brecha (The Gap Report) de 
la Coalición Nacional para la Vivienda de Personas de 
Bajos Ingresos (NLIHC, por sus siglas en inglés) mide la 
asequibilidad y disponibilidad de viviendas de alquiler 
para diversos grupos de ingresos a nivel nacional. 
Sin embargo, análisis previos del Informe La Brecha no 
han incluido a Puerto Rico, ya que no está cubierto por la 
Encuesta de Comunidades Estadounidenses (ACS). Aquí, 
extendemos por primera vez los análisis de la coalición 
NLIHC a Puerto Rico utilizando datos de la Encuesta de 
Comunidades Puertorriqueñas (PRCS) de 2023.

Entre las principales conclusiones se incluyen:
•	 Puerto Rico tiene un faltante de 54,915 viviendas 

asequibles y disponibles para arrendatarios de 
ingresos extremadamente bajos. Solo 66 viviendas son 
asequibles y están disponibles por cada 100 hogares 
arrendatarios1 con ingresos extremadamente bajos.

•	 Los arrendatarios con ingresos extremadamente 
bajos representan el 68% de todos los arrendatarios 
que se ven afectados por los costos y el 86% de los 
arrendatarios que experimentan graves afectaciones 
por los costos.

•	 Los cabezas de familia arrendatarios2 con ingresos 
extremadamente bajos tienen más probabilidades que 
otros cabezas de familia arrendatarios de ser personas 
mayores, tener una discapacidad, estar en la escuela 
o ser cuidadores adultos solteros.

•	 Los dominicanos y sudamericanos tienen una 
probabilidad significativamente mayor de ser 
arrendatarios con ingresos extremadamente bajos y 
tienen, por tanto, más probabilidades de experimentar 
problemas de vivienda que otros grupos étnicos.

•	 La zona metropolitana de San Juan, donde residen 
más del 60% de los arrendatarios de Puerto Rico, 
cuenta con solo 65 viviendas asequibles y disponibles 
por cada 100 hogares arrendatarios con ingresos 
extremadamente bajos.
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RECONOCIMIENTO
Este informe es una continuación del trabajo en curso de 
NLIHC para apoyar los esfuerzos en materia de vivienda 
y recuperación tras desastres en Puerto Rico. Durante 
más de 8 años, los miembros del Grupo de Trabajo de 
Puerto Rico de la Coalición para la Recuperación de 
Viviendas en Casos de Desastre —incluida la Oficina de 
la Federación Hispana en Puerto Rico, que proporcionó 
retroalimentación directa sobre este informe— se han 
reunido para compartir su trabajo, las mejores prácticas 
y la creación de estrategias. Nos sentimos honrados de 
estar al lado de tantos gestores de defensa, organizadores 
e investigadores dedicados firmemente a hacer avanzar 
la justicia en materia de vivienda a través de una 
recuperación equitativa tras los desastres. Seguimos 
comprometidos a apoyar sus continuos esfuerzos.

ANTECEDENTES
Al igual que el territorio continental, Puerto Rico tiene 
una brecha de asequibilidad para los arrendatarios de 
ingresos extremadamente bajos que no puede resolverse 
sin subsidios. Sin embargo, Puerto Rico enfrenta barreras 
adicionales para satisfacer las necesidades de vivienda de 
sus residentes. Como territorio de EE. UU., Puerto Rico 
está sujeto a una amplia supervisión federal, lo que limita 
su autonomía y su capacidad para responder eficazmente 
a las crisis. Aunque los puertorriqueños han sido 
ciudadanos de EE. UU. desde 1917 y pagan la mayoría de 
los impuestos federales, la isla no recibe una financiación 
federal equitativa. A diferencia de los estados, Puerto 
Rico recibe la financiación de los programas sociales 
principalmente a través de subvenciones en bloque fijas 
en lugar de fórmulas, lo que deja a programas esenciales, 
como SNAP y Medicaid, crónicamente subfinanciados 
(Solomon, 2019). Las restricciones comerciales también 
añaden tensión: la Ley Jones exige que las mercancías 
que se envían entre Puerto Rico y el continente viajen en 
buques de propiedad y operador estadounidense, lo que 
eleva los costos para el consumidor en más de $1,000 
millones anuales y retrasa los suministros durante las 
emergencias (de Jesús & Rodriguez, 2021). Estas políticas 
prolongan los periodos de dificultades económicas e 
inestabilidad de la vivienda al encarecer la construcción o 
rehabilitación de viviendas y limitar las ayudas disponibles 
para los residentes que atraviesan dificultades económicas.

Los cambios en las políticas federales también han 
debilitado los ingresos y el empleo, socavando la economía 
de Puerto Rico. La terminación de los incentivos fiscales de 

la Sección 936 en 2006 desencadenó despidos masivos en 
el sector manufacturero, el cierre generalizado de empresas 
y el inicio de una recesión histórica que duró más de una 
década (Caraballo-Cueto, 2021). El declive económico 
agravó los déficits de gasto público, culminando en 
2015 con el impago de la deuda por parte del gobierno. 
En respuesta, el Congreso aprobó PROMESA en 2016, 
estableciendo una junta de supervisión fiscal que dio 
prioridad al pago de la deuda mediante la austeridad. 
Las medidas de la junta recortaron empleos en el sector 
público, redujeron la financiación de programas sociales 
y privatizaron partes de la red energética, mientras que 
los costos de los servicios públicos siguieron aumentando 
(Renta et al., 2021). Estas crisis de ingresos, unidas a un 
desempleo crónicamente alto, han dejado a muchos 
hogares incapaces de ganar lo suficiente para permitirse 
una vivienda de alquiler modesta, incluso cuando hay 
una disponible.

El impacto combinado de la recesión y la austeridad ha 
sido devastador para los hogares puertorriqueños con 
bajos ingresos. Para 2023, casi el 40% de los residentes 
vivían por debajo del umbral de pobreza, la tasa de 
desempleo era del 9.2% y la desigualdad de ingresos era 
peor que la de cualquier estado de EE. UU. (U.S. Census 
Bureau, 2024a, 2024b, 2024c). Se ha descrito que la isla 
experimenta un desempleo estructural, ya que incluso 
en condiciones económicas favorables no hay suficientes 
puestos de trabajo para mantener a la población activa. 
La falta de oportunidades de empleo, unida al declive 
de los servicios públicos, ha impulsado décadas de 
emigración, reduciendo la fuerza laboral y la base fiscal 
de la isla, al tiempo que ha agravado su inestabilidad 
económica (García, 2021). Esto deja a los arrendatarios de 
bajos ingresos especialmente vulnerables a la inseguridad 
de la vivienda, ya que es difícil conseguir un trabajo a 
tiempo completo y las debilitadas redes de seguridad 
social están mal equipadas para responder a la magnitud 
de las necesidades.

Los retos de los arrendatarios de bajos ingresos van más 
allá de la precariedad económica, ya que la oferta de 
vivienda de Puerto Rico enfrenta desafíos sistémicos. 
La tasa de viviendas vacías de la isla era de casi el 21% 
en 2023, que se disparó tras el paso de los huracanes 
Irma y María por la isla en 2017 (García & Gallardo, 
2021). En conjunto, estas tormentas causaron daños 
por valor de $180,000 millones y afectaron de manera 
desproporcionada a los arrendatarios, quienes tenían más 
probabilidades de vivir en viviendas estructuralmente 
vulnerables (Ma & Smith, 2020). La recuperación se vio 
obstaculizada por los acuerdos informales de propiedad 
de vivienda generalizados y los restrictivos procesos de 
ayuda federal, lo que dejó muchas viviendas sin reparar 
durante años (Lamba-Nieves & Santiago-Bartolomei, 2022).
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Al mismo tiempo, el crecimiento de los alquileres a corto 
plazo ha limitado la oferta de viviendas disponibles para 
residentes a largo plazo, lo que ha contribuido al aumento 
de los alquileres en algunas zonas (Santiago-Bartolomei et 
al., 2022). Santiago-Bartolomei et al. (2022) observaron, 
por ejemplo, que, en la zona metropolitana de San Juan, 
un aumento del 10% en la densidad de alquileres a 
corto plazo en un vecindario determinado condujo a un 
aumento promedio del 7% en el alquiler medio al año 
siguiente. En algunos municipios costeros, como Culebra, 
los alquileres a corto plazo pueden representar hasta un 
tercio de todas las unidades de vivienda.  La Ley 60, que 
permite a los inversionistas estadounidenses evitar los 
impuestos sobre los ingresos y las ganancias de capital 
si establecen su residencia en Puerto Rico mediante la 
compra de propiedades, no ha hecho más que agravar 
el problema de la oferta para los residentes locales 
(Mojica, 2025).

La prolongada crisis económica y una oferta de viviendas 
con persistentes problemas de habitabilidad han 
dificultado el acceso a viviendas estables y asequibles 
para los puertorriqueños de ingresos extremadamente 
bajos. Incluso cuando las viviendas son baratas, el elevado 
desempleo y los salarios crónicamente bajos hacen que 
muchos hogares no puedan permitírselas, mientras que 
las viviendas vacías o deterioradas reducen el inventario 
que de otro modo podría alquilarse. El resultado es una 
brecha estructural en la que muchas viviendas siguen 
siendo inaccesibles para los arrendatarios con los 
ingresos más bajos.

LA ASEQUIBILIDAD Y 
DISPONIBILIDAD DE 
VIVIENDAS DE ALQUILER 
SEGÚN LOS INGRESOS
Puerto Rico es único en la forma en que el Departamento 
de Vivienda y Desarrollo Urbano (HUD, por sus siglas 
en inglés) de los Estados Unidos aplica los límites de 
ingresos para sus programas en el territorio. A diferencia 
del territorio continental, los hogares arrendatarios con 
ingresos iguales o inferiores al 50% del ingreso medio 
del área (AMI, por sus siglas en inglés) se consideran de 
ingresos extremadamente bajos (Tabla 1).3 Dado que los 
ingresos familiares en Puerto Rico son significativamente 
menores en comparación con el territorio continental,  
HUD incrementó el umbral de ingresos extremadamente 
bajos del 30% al 50% del AMI en 2023 para aumentar el 
número de hogares elegibles para asistencia específica 
(HUD, 2024). En 2023, el ingreso familiar medio de 
Puerto Rico era de $32,091, un tercio del ingreso medio 
nacional de $96,401. Puerto Rico tiene 162,902 hogares 
arrendatarios con ingresos extremadamente bajos, 
lo que representa más del 40% de todos los hogares 
arrendatarios en la isla.

Incluso cuando las viviendas son baratas, el elevado desempleo y los 
salarios crónicamente bajos hacen que muchos hogares no puedan 
permitírselas, mientras que las viviendas vacías o deterioradas 
reducen el inventario que de otro modo podría alquilarse.

3Por lo general, HUD define a los hogares de ingresos extremadamente bajos como aquellos con ingresos iguales o inferiores al umbral de pobreza o al 30% del AMI,  
lo que sea mayor, y a los hogares de ingresos muy bajos como aquellos con ingresos entre el 31% y el 50% del AMI. En la práctica, los ingresos muy bajos no constituyen 
una categoría de ingresos diferenciada en Puerto Rico.

Tabla 1. Definiciones de ingresos en Puerto Rico

INGRESOS EXTREMADAMENTE BAJOS

INGRESOS MEDIOS

INGRESOS BAJOS

Ingresos familiares iguales o inferiores al 50% del AMI

Ingresos familiares entre el 81% y el 100% del AMI

Ingresos familiares entre el 51% y el 80% del AMI
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Utilizando la definición de asequibilidad de HUD, que 
supone que los hogares no deberían gastar más del 
30% de sus ingresos en costos de vivienda, Puerto Rico 
cuenta con 198,813 viviendas de alquiler asequibles 
para sus 162,902 hogares arrendatarios de ingresos 
extremadamente bajos (Figura 1).4 Esto indica un 
superávit de 35,911 viviendas de alquiler asequibles 
para los arrendatarios de más bajos ingresos.

El excedente de viviendas de alquiler asequibles aumenta 
para los grupos de ingresos más altos. Por ejemplo, los 
76,074 hogares de ingresos bajos, cuyos ingresos se 
sitúan entre el 51% y el 80% del AMI, pueden acceder 
a las 198,813 viviendas asequibles para arrendatarios 
de ingresos extremadamente bajos, además de otras 
49,535 viviendas asequibles para hogares con ingresos 
entre el 51% y el 80% del AMI (Figura 1).

Figura 1: Unidades de alquiler y arrendatarios en Puerto Rico, relacionados por asequibilidad 

y categorías de ingresos, 2023 (en miles)

Fuente: Datos PUMS de la encuesta PRCS, 2023.

4NLIHC excluye de las estimaciones del número de viviendas asequibles las viviendas de alquiler que carecen de cocinas completas y fontanería.

Ingresos extremadamente 
bajos

162.9 hogares

76.1 hogares

35.9 hogares

128.7 hogares

198.8 + 96.5 = 
295.3 unidades

295.3 + 49.2 = 
344.6 unidades

344.6 + 64.8 = 
409.4 unidades

198.8 unidades

Hogares 
(por categoría de ingresos)

Unidades acumuladas 
(por categoría de asequibilidad)

pueden pagar

pueden pagar

pueden pagar

pueden pagar

Ingresos bajos Ingresos medios Ingresos por encima 
de la media
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Sin embargo, el excedente de viviendas asequibles para 
los arrendatarios de ingresos extremadamente bajos 
se convierte en déficit cuando también consideramos 
su disponibilidad. En el mercado privado, los hogares 
pueden ocupar viviendas que cuestan menos del 30% de 
sus ingresos, y cuando los hogares de mayores ingresos 
ocupan viviendas de alquiler que son asequibles para los 
hogares de menores ingresos, esas viviendas dejan de 
estar disponibles para los hogares de menores ingresos. 
Las viviendas de alquiler son a la vez asequibles y 
disponibles si están al alcance de hogares con ingresos 
inferiores al nivel de ingresos definido y están actualmente 
vacantes u ocupadas por un hogar con ingresos inferiores 
al nivel de ingresos definido.

Los arrendatarios de ingresos extremadamente bajos 
deben competir con todos los hogares de ingresos más 
altos en Puerto Rico por las viviendas de alquiler a su 
alcance en el mercado privado. De las 198,813 viviendas 
de alquiler asequibles para los arrendatarios de 
ingresos extremadamente bajos, 90,826 están 
ocupadas por hogares con ingresos más altos. Esto 
deja 107,987 viviendas asequibles y disponibles para 
los 162,902 hogares de ingresos extremadamente bajos 

de Puerto Rico, lo que da como resultado un déficit de 
54,915 viviendas de alquiler asequibles y disponibles para 
ellos (Figura 2 y Tabla 2). Aproximadamente 66 viviendas 
de alquiler son asequibles y están disponibles por cada 
100 de los hogares arrendatarios con los ingresos más 
bajos. La escasez de viviendas de alquiler asequibles y 
disponibles para hogares de mayores ingresos puede 
explicarse por este faltante para los arrendatarios de 
ingresos extremadamente bajos.

El déficit acumulado de viviendas de alquiler asequibles y 
disponibles mejora a medida que se asciende en la escala 
de ingresos. Al subir en la escala de ingresos para incluir 
a todos los hogares arrendatarios con ingresos iguales 
o inferiores al 80% del AMI, se suman 76,074 hogares 
arrendatarios con ingresos entre el 51% y el 80% del 
AMI y otras 90,337 viviendas que son asequibles y 
están disponibles (Figura 2), lo cual reduce a 40,652 el 
déficit acumulado de viviendas de alquiler asequibles 
y disponibles para todos los hogares arrendatarios con 
ingresos iguales o inferiores al 80% del AMI (Tabla 2). 
Aproximadamente 83 viviendas de alquiler son asequibles 
y están disponibles por cada 100 hogares arrendatarios 
con ingresos iguales o inferiores al 80% del AMI.

Figura 2: Hogares arrendatarios y viviendas de alquiler asequibles y disponibles, 2023 (en miles)

76.1

Fuente: Datos PUMS de la encuesta PRCS, 2023.

Ingresos del hogar

Al nivel de ingresos 
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76.1 76.1

35.9

128.7

108.0

90.3

108.0

51.7 51.7

90.3

159.4

108.0

90.3

108.0

35.9

Aumento progresivo en hogares
Aumento progresivo en viviendas de alquiler asequibles y disponibles
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Al ascender aún más en la escala de ingresos para incluir 
a todos los hogares arrendatarios con ingresos inferiores 
a la media o 100% del AMI, se añaden 35,854 hogares 
arrendatarios con ingresos entre el 81% y el 100% del AMI 
y 51,668 viviendas de alquiler asequibles y disponibles. 
Por lo tanto, el déficit acumulado de viviendas de alquiler 
asequibles y disponibles para todos los arrendatarios con 
ingresos iguales o inferiores al 100% del AMI es de 24,838. 
Aproximadamente 91 viviendas de alquiler son asequibles 
y están disponibles por cada 100 arrendatarios con 
ingresos iguales o inferiores al 100% del AMI.

La calidad física de las viviendas de alquiler en Puerto 
Rico es una preocupación importante. Aproximadamente 
19,700 viviendas de alquiler carecen de cocina y fontanería 
completas, lo que representa el 4.6% del parque de 
alquiler actual.5 Aproximadamente la mitad de estas 
unidades inadecuadas están vacías, mientras que la otra 

mitad están ocupadas. Casi 5,200 de estas unidades, o 
más de una cuarta parte, están ocupadas por arrendatarios 
de ingresos extremadamente bajos que probablemente 
tienen opciones de vivienda limitadas. Otras 2,100, o 
aproximadamente el 10%, están ocupadas por hogares 
arrendatarios de bajos ingresos con ingresos entre el 51% 
y el 80% del AMI. La importante proporción de viviendas 
de alquiler con cocina y fontanería incompletas demuestra 
el componente de habitabilidad del déficit de vivienda 
de Puerto Rico, donde un gran número de viviendas 
existentes no son aptas para los inquilinos. En realidad, 
la proporción real de viviendas inadecuadas puede ser 
incluso mayor, considerando que la encuesta PRCS incluye 
solo dos preguntas relacionadas con la calidad que se 
centran en fontanería y cocina completas, elementos 
que podrían encontrarse en viviendas que, sin embargo, 
son inadecuadas por otras razones.

Fuente: Datos PUMS de la encuesta PRCS, 2023.

5Esta proporción es más del doble que la de las viviendas con cocina o fontanería incompletas en los estados.

Tabla 2. Viviendas de alquiler asequibles y disponibles según los ingresos del hogar

INGRESOS DE LOS  
HOGARES ARRENDATARIOS

Excedente (o déficit)  
de viviendas asequibles  
y disponibles

Viviendas asequibles  
y disponibles  
por cada 100 hogares

AL NIVEL O POR DEBAJO DEL 50% DEL AMI -54,915 66

AL NIVEL O POR DEBAJO DEL 80% DEL AMI -40,652 83

AL NIVEL O POR DEBAJO DEL 100% DEL AMI -24,838 91

TODOS LOS ARRENDATARIOS 5,788 101
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AFECTACIONES POR LOS COSTOS
La escasez de viviendas de alquiler asequibles y 
disponibles, especialmente para las personas con ingresos 
extremadamente bajos, significa que una proporción 
importante de inquilinos en Puerto Rico debe gastar más 
del 30% de sus ingresos en alquiler. Se considera que 
los hogares que gastan más del 30% de sus ingresos en 
vivienda se ven afectados por los costos, mientras que 
los que gastan más del 50% se consideran gravemente 
afectados por los costos. Las graves afectaciones por 
los costos de vivienda pueden obligar a las familias a 
recortar otros gastos esenciales como la atención de la 
salud, la alimentación o la educación. Al mismo tiempo, 
los programas gubernamentales que ayudan a solventar 
estas necesidades a los hogares de bajos ingresos 
están experimentando reducciones en su financiación 
(Renta et al., 2021). La falta de viviendas asequibles, los 
recortes a las ayudas gubernamentales y la dificultad 
generalizada de encontrar un empleo estable a tiempo 
completo en Puerto Rico dejan a muchos arrendatarios 
de ingresos extremadamente bajos en un estado de 
dificultades financieras crónicas.

En Puerto Rico, el 45% de los hogares arrendatarios 
sufren afectaciones por los costos, mientras que 
el 30% sufren graves afectaciones por los costos. 
Las afectaciones por los costos se concentran más entre 
los arrendatarios de ingresos extremadamente bajos. 
Más de tres cuartas partes (76%) de los arrendatarios de 
ingresos extremadamente bajos se ven afectados por los 
costos de vivienda y el 63% de ellos se ven gravemente 
afectados (Figura 3).  Los arrendatarios de ingresos 
extremadamente bajos representan el 68% de todos los 
arrendatarios afectados por los costos y el 86% de todos 
los arrendatarios gravemente afectados por los costos 
en Puerto Rico (Figura 4)

El 44% de los hogares arrendatarios de bajos ingresos, 
con ingresos entre el 51% y el 80% del AMI, se ven 
afectados por los costos de vivienda y el 15% se ven 
gravemente afectados. Colectivamente, los arrendatarios 
de ingresos extremadamente bajos y los de ingresos bajos 
representan el 87% de todos los arrendatarios afectados 
por los costos y el 95% de todos los arrendatarios 
gravemente afectados por los costos (Figura 4).

La prevalencia de afectaciones por los costos y graves 
afectaciones por los costos es mucho menor entre los 
arrendatarios con ingresos superiores al 80% del AMI. 
El 27% de los hogares arrendatarios de ingresos medios, 
cuyos ingresos van del 81% al 100% del AMI, se ven 
afectados por los costos y el 6% se ven gravemente 
afectados. Los arrendatarios de ingresos extremadamente 
bajos tienen al menos 10 veces más probabilidades 
que los arrendatarios de ingresos medios de verse 
gravemente afectados por los costos.

La falta de viviendas asequibles, los recortes a las ayudas 
gubernamentales y la dificultad generalizada de encontrar 
un empleo estable a tiempo completo en Puerto Rico dejan 
a muchos arrendatarios de ingresos extremadamente bajos 
en un estado de dificultades financieras crónicas.
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Figura 3: Hogares arrendatarios con afectaciones por los costos de vivienda según sus ingresos, 2023

Fuente: Datos PUMS de la encuesta PRCS, 2023.
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Figura 4: Distribución de ingresos de los arrendatarios gravemente afectados por los costos, 2023

Fuente: Datos PUMS de la encuesta PRCS, 2023.
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¿QUIÉNES SON LOS ARRENDATARIOS DE 
INGRESOS EXTREMADAMENTE BAJOS?
Los cabezas de familia arrendatarios de ingresos 
extremadamente bajos tienen más probabilidades de 
ser personas mayores, personas con discapacidad y 
cuidadores adultos solteros que otros arrendatarios. 
(Figura 5). El 48% de los cabezas de familia arrendatarios 
de ingresos extremadamente bajos son personas mayores 
o tienen discapacidades, en comparación con el 38% 
de otros cabezas de familia arrendatarios. Las personas 
mayores pueden ser especialmente vulnerables a los 
impactos perjudiciales del aumento de los costos de 
vivienda, debido a las reformas de pensiones que han 
eliminado los ajustes por el costo de la vida (Oversight 
Hearing on PROMESA, 2025). Esto significa que, de 
ahora en adelante, cada año los pagos de pensiones 
cubrirán una proporción menor de las necesidades 
diarias de un hogar, lo que aumentará el ya grave 
riesgo de afectaciones por los costos de vivienda.

Figura 5: Tipo de cabezas de familia según sus ingresos

Fuente: Datos PUMS de la encuesta PRCS, 2023.

Nota: Categorías mutuamente excluyentes que se aplican en el siguiente orden: personas mayores, discapacitados, en la fuerza laboral, matriculados 
en la escuela, cuidadores adultos solteros de un niño menor de 7 años o de un miembro del hogar con discapacidad, y otros. ‘Persona mayor’ se 
refiere a un arrendatario o al cónyuge del arrendatario (en su caso) que tiene al menos 62 años. ‘Discapacitado’ se aplica cuando tanto el arrendatario 
como su cónyuge (en su caso) tienen menos de 62 años y al menos uno de ellos tiene una discapacidad. ‘Otro’ incluye a cabezas de familia no 
clasificados en las categorías anteriores.
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Dado que muchos cabezas de familia arrendatarios de 
ingresos extremadamente bajos son personas mayores o 
personas con discapacidad, o tienen otras circunstancias 
vitales como estar en la escuela o al cuidado de otros 
familiares, solo un tercio de los hogares arrendatarios de 
ingresos extremadamente bajos, incluidos los de personas 
mayores y personas con discapacidad, tienen al menos 

un cabeza de familia en la fuerza de trabajo. De ellos, el 
21% trabaja a tiempo completo. El 30% de los hogares 
arrendatarios de ingresos extremadamente bajos en la 
fuerza laboral están desempleados, en comparación 
con solo el 2% de otros arrendatarios y el 3% de los 
propietarios de vivienda (Figura 6).

A diferencia del resto de EE. UU., donde los salarios a tiempo 
completo no alcanzan para pagar una vivienda de alquiler 
modesta, un trabajador a tiempo completo que gane el 
salario mínimo en Puerto Rico podría pagar una vivienda de 
una habitación al alquiler justo del mercado sin verse afectado 
por los costos (NLIHC, 2025). El salario mínimo en Puerto 
Rico es de $10.50 la hora, lo que significa que un trabajador 
con salario mínimo tendría que trabajar 39 horas a la semana 
para permitirse una vivienda de una habitación y 44 horas a la 
semana para una vivienda de dos habitaciones. Sin embargo, 
muchos arrendatarios puertorriqueños tienen dificultades 
para pagar estas viviendas comparativamente asequibles, 
porque no pueden conseguir un empleo a tiempo completo.

Muchos arrendatarios de ingresos extremadamente bajos 
gestionan a la vez múltiples obligaciones que les consumen 
mucho tiempo, como el trabajo, los estudios o el cuidado 
de otras personas. Diecisiete por ciento de los arrendatarios 
de ingresos extremadamente bajos son adultos solteros que 
cuidan de un niño pequeño o de un miembro del hogar con 

una discapacidad, y de ellos uno de cada cinco trabaja más 
de 20 horas a la semana. El seis por ciento de los cabezas de 
familia arrendatarios de ingresos extremadamente bajos en 
Puerto Rico están matriculados en la escuela y el 22% trabajan 
más de 20 horas a la semana. Los estudiantes universitarios 
en Puerto Rico se han visto especialmente afectados por 
las reducciones en la financiación de la educación tras la 
crisis de la deuda, ya que las matrículas universitarias de las 
instituciones públicas han aumentado considerablemente 
(Redden, 2019). La persistente falta de paridad en la 
financiación de programas federales básicos, como la 
Seguridad de Ingreso Suplementario (SSI), el Programa de 
Asistencia Suplementaria para Nutrición (SNAP) y Medicaid, 
agrava aún más estas dificultades y deja a muchas familias sin 
el apoyo adecuado. En conjunto, estas características ilustran 
cómo el débil mercado laboral de Puerto Rico y las redes 
de seguridad social se entrecruzan para limitar la capacidad 
de los arrendatarios de ingresos extremadamente bajos de 
asegurarse una vivienda estable y asequible.

Figura 6: Horas semanales trabajadas por el/los cabeza(s) de familia según sus ingresos

Fuente: Datos PUMS de la encuesta PRCS, 2023.
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RAZA Y ORIGEN ÉTNICO
Las categorías de raza de la Oficina del Censo de EE. UU. 
no son las medidas ideales en Puerto Rico. De manera 
informal, los puertorriqueños utilizan un modelo continuo 
de raza basado en el color de la piel, la textura del cabello 
y los rasgos faciales, lo que significa que una categoría 
como “blanco” abarca más que la ascendencia europea 
(Allen, 2016). A menudo se utiliza la nacionalidad en lugar 
de una categoría racial, y las personas se identifican con 
su lugar de nacimiento.

La Oficina del Censo empezó a excluir las preguntas sobre 
raza y origen étnico del censo de Puerto Rico en 1960 y no 
las volvió a introducir hasta el año 2000. Posteriormente, 
la oficina organizó grupos de discusión con los residentes 
de Puerto Rico sobre la idoneidad de sus preguntas sobre 
raza y origen étnico. Los puertorriqueños indicaron que 
las opciones sobre raza eran demasiado estrechas y la 
pregunta sobre origen étnico era confusa, ya que muchos 
consideraban que hacer ambas preguntas era redundante. 
Las diferentes conceptualizaciones de raza llevaron a más 
del 80% de los puertorriqueños de la isla a seleccionar 
únicamente blanco como su raza, casi el doble que los 
puertorriqueños en el territorio continental (Lloréns, 
Quijano y Godreau, 2017).

Con el paso del tiempo, las respuestas de los 
puertorriqueños a las preguntas del censo sobre la raza 
se han ido alejando del blanco únicamente para acercarse 
a “alguna otra raza” o múltiples razas, mientras que los 
encuestados también se identifican como hispanos o 
latinos (The Associated Press, 2021; Viera, 2023). En la 
encuesta PRCS de 2023, el 99% de los encuestados se 
identificaron como hispanos o latinos. En respuesta a la 
pregunta sobre raza en 2023, el 31% de los encuestados 
se identificaron como de alguna otra raza, el 40% como de 
dos o más razas y solo el 23% como blancos solamente.

Dejando a un lado los defectos inherentes a las medidas 
de raza y origen étnico de la Oficina del Censo en un 
contexto puertorriqueño, los hogares que se identificaban 
como blancos solamente tenían más probabilidades que 
otros hogares de ser propietarios de su vivienda y eran los 
que menos probabilidades tenían de ser arrendatarios de 
ingresos extremadamente bajos (Figura 7). Los hogares 
que se identificaban como negros, multirraciales o de 
“alguna otra raza” tenían algo más de probabilidades 
de ser arrendatarios de ingresos extremadamente bajos. 
Los hogares que se identificaban como de “alguna otra 
raza” eran los que tenían menos probabilidades de ser 
propietarios de vivienda. La categoría “alguna otra raza” 
es imprecisa, pero se ha producido un aumento de la 
proporción de la población hispana de EE. UU., y de 
los puertorriqueños en particular, que se identifican con 
esta categoría (The Associated Press, 2021; Viera, 2023; 
Wang, 2021). En Puerto Rico, esta categoría puede captar 
a aquellos que no se sienten representados por las otras 
categorías raciales, ya sea por sí solas o combinadas, 
por lo que es notable que tengan más probabilidades 
que los hogares negros, blancos y multirraciales de ser 
arrendatarios de ingresos extremadamente bajos.
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Figura 7: Raza de los hogares por tenencia

Fuente: Datos PUMS de la ACS, 2023.

Nota: Debido al pequeño tamaño de sus muestras, se excluye a los nativos de Hawái, los isleños del Pacífico y los asiáticos.
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Dado que casi todos los puertorriqueños (99%) se 
identifican como hispanos o latinos, también examinamos 
la tenencia y la condición de arrendatario de ingresos 
extremadamente bajos según el origen hispano o latino 
de los hogares (Figura 8). Los hogares dominicanos 
y sudamericanos tienen más probabilidades que 
los puertorriqueños y cubanos de ser arrendatarios 
de ingresos extremadamente bajos. El 20% de los 
hogares dominicanos son arrendatarios de ingresos 
extremadamente bajos, frente al 6% de los hogares 
cubanos. Las marcadas disparidades en la tenencia y los 
ingresos entre estos dos más grandes grupos étnicos no 
puertorriqueños de la isla reflejan las diferencias en la 
manera en que cada grupo ha sido tratado y percibido 
históricamente. Miles de personas de ambos países 
emigraron a Puerto Rico a lo largo del siglo XX, huyendo 
de periodos de inestabilidad interna. Sin embargo, 
los migrantes cubanos solían tener más recursos y 
podían optar a la ciudadanía de EE. UU., mientras que 
los dominicanos llegaban en mayor número, a veces 
ilegalmente, y a menudo con menos recursos.

Los dominicanos en Puerto Rico están sujetos a una 
serie de estereotipos racistas y clasistas (Duany, 2006; 
Allen, 2016). Esta estigmatización de los dominicanos 
contribuye a una amplia gama de resultados dispares, 
como son ingresos más bajos, un menor nivel educativo 
y una mayor inseguridad alimentaria en relación con la 
población nacida en Puerto Rico (Tamez et al., 2018). 
El estigma también regula dónde viven los dominicanos, 
concentrados en gran medida en los barrios de bajos 
ingresos de los alrededores de San Juan que tienen 
viviendas más antiguas y de menor valor y tasas 
significativamente más bajas de propiedad de la vivienda. 
Este estigma también ha repercutido en la percepción 
sobre la vivienda: un estudio realizado en San Juan reveló 
que la mayoría de los residentes creía que el valor de su 
vivienda disminuiría si los dominicanos se mudaban a su 
barrio, y este fue el único grupo racial o étnico que obtuvo 
esa respuesta (Díaz-Garayúa, 2016). Las consecuencias 
colectivas del estigma sobre la vivienda y la discriminación 
laboral dificultan el acceso de los dominicanos que viven 
en Puerto Rico a viviendas seguras y asequibles.

Figura 8: Origen étnico de los hogares por tenencia

Fuente: Datos PUMS de la encuesta PRCS, 2023.
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ZONA METROPOLITANA DE SAN JUAN
La población arrendataria de Puerto Rico se concentra 
en gran medida en una zona metropolitana, la zona 
estadística metropolitana (MSA, por sus siglas en inglés) 
de San Juan-Bayamón-Caguas. Más del 60% de todos los 
hogares arrendatarios y de los hogares arrendatarios de 
ingresos extremadamente bajos se encuentran dentro de 
la zona MSA de San Juan. Esto no resulta sorprendente 
dada la importancia económica de San Juan como 
capital del territorio y como fuente de la mayor parte 
del empleo de la isla. De hecho, según un promedio 
de los cinco primeros meses de 2025, más del 70% 
del empleo no agrícola de Puerto Rico tuvo lugar en la 
MSA de San Juan (U.S. Bureau of Labor Statistics, 2025). 
La zona MSA también tuvo una tasa de desempleo más 
baja, del 4.3%, que el conjunto de la isla, cuya media 
fue del 5.5% durante el mismo periodo de 5 meses.

Al igual que la totalidad de Puerto Rico, aproximadamente 
el 40% de los arrendatarios de la MSA de San Juan 
tienen ingresos extremadamente bajos, dando un total 
de 100,776 hogares. Ellos enfrentan un déficit de 34,881 
viviendas de alquiler asequibles y disponibles (Tabla 3). 
Este faltante significa que solo 65 viviendas de alquiler 
son asequibles y están disponibles para cada 100 hogares 
arrendatarios de ingresos extremadamente bajos en la 
MSA de San Juan. El déficit acumulado de viviendas de 
alquiler asequibles y disponibles mejora a medida que se 
asciende en la escala de ingresos. El déficit acumulado 
se reduce a 26,545 viviendas de alquiler asequibles y 
disponibles para todos los hogares arrendatarios con 
ingresos iguales o inferiores al 80% del AMI, y el déficit 
acumulado desaparece al alcanzar el 100% del AMI. 
Estas cifras indican que la escasez de viviendas de alquiler 
asequibles y disponibles puede atribuirse a la escasez para 
los arrendatarios de ingresos extremadamente bajos.

Fuente: Datos PUMS de la encuesta PRCS, 2023.

Tabla 3. Oferta de viviendas de alquiler asequibles y disponibles según los ingresos del hogar 
en la zona MSA de San Juan

INGRESOS DE LOS  
HOGARES ARRENDATARIOS

Excedente (o déficit)  
de viviendas asequibles  
y disponibles

Viviendas asequibles  
y disponibles  
por cada 100 hogares

AL NIVEL O POR DEBAJO DEL 50% DEL AMI -34,881 65

AL NIVEL O POR DEBAJO DEL 80% DEL AMI -26,545 82

AL NIVEL O POR DEBAJO DEL 100% DEL AMI 3,696 102

TODOS LOS ARRENDATARIOS 2,892 101
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Más de tres cuartas partes de los arrendatarios de 
ingresos extremadamente bajos en la zona metropolitana 
de San Juan se ven afectados por los costos y el 63% 
se ven gravemente afectados debido a la importante 
escasez de viviendas de alquiler asequibles y disponibles 
(Figura 9). Los arrendatarios de ingresos extremadamente 
bajos enfrentan tasas significativamente más altas de 

afectaciones por los costos y de graves afectaciones 
por los costos que otros arrendatarios. El 45% de los 
arrendatarios de ingresos bajos se ven afectados por los 
costos y el 16% gravemente afectados, mientras que 
el 30% de los arrendatarios de ingresos medios se ven 
afectados por los costos y el 5% gravemente afectados.

Figura 9: Hogares arrendatarios con afectaciones por los costos de vivienda según sus ingresos, 

MSA de San Juan, 2023

Fuente: Datos PUMS de la encuesta PRCS, 2023.
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PARQUE DE VIVIENDAS 
SUBVENCIONADAS POR 
EL GOBIERNO FEDERAL
En la actualidad, más de 87,000 viviendas de alquiler de casi 
700 propiedades en la isla reciben activamente subsidios 
federales. La vivienda pública es la mayor fuente de viviendas 
asequibles subvencionadas de Puerto Rico, que financia o 
financia parcialmente más de 48,000 viviendas.  El Crédito 
Fiscal para Viviendas de Personas de Bajos Ingresos (LIHTC, 
por sus siglas en inglés) es el segundo programa más común, 
que asiste a 18,627 viviendas, seguido de la Ayuda para el 
Alquiler Basada en Proyectos (PBRA) de la Sección 8 con 
14,787. El 13% de las viviendas asistidas, es decir, 11,472, 
reciben más de una fuente de financiación.

Las viviendas de alquiler subvencionadas enfrentan tres tipos 
principales de riesgo, que ponen en peligro la continuidad 
de su asequibilidad y habitabilidad: riesgo de salida, de 
depreciación y de asignaciones. El riesgo de salida es la 
posibilidad de que finalicen las restricciones de asequibilidad 
de un programa, ya sea por expiración o por terminación, 
lo que podría dar lugar a que los alquileres subvencionados 
o restringidos se convirtieran en alquileres a precio de 
mercado. Ciertos programas, como el LIHTC, son más 
vulnerables al riesgo de salida, ya que el programa lleva 
incorporados periodos de expiración de la asequibilidad. 
El riesgo de depreciación implica el deterioro a largo plazo 
del estado físico o financiero de una propiedad, lo que da 
lugar a condiciones inhabitables para los inquilinos. El riesgo 
de asignaciones puede surgir si las asignaciones de fondos 
del Congreso no alcanzan la cantidad necesaria para seguir 
apoyando los programas, un problema que experimentan 
casi todos los programas sociales de Puerto Rico. Estos tres 
riesgos están presentes para el parque de viviendas asistidas 
del territorio, por lo que es importante conocer el alcance 
de las propiedades que enfrentan estos riesgos.

Las puntuaciones del Centro de Evaluación Inmobiliaria 
(REAC, por sus siglas en inglés), que se asignan a las 
propiedades en función de sus condiciones físicas, pueden 
utilizarse para obtener una aproximación del riesgo de 
depreciación. La mayor limitación de las puntuaciones 
REAC es que únicamente están disponibles para viviendas 
financiadas a través de la vivienda pública y los programas 
multifamiliares de HUD. De las 47,061 unidades de vivienda 
pública con puntuaciones REAC disponibles, casi el 12% 
o 5,513 recibieron una puntuación no aprobatoria en su 

evaluación más reciente. Entre las 14,561 viviendas que 
reciben la ayuda PBRA de la Sección 8 con puntuaciones 
REAC, el 3% o algo menos de 500 viviendas recibieron 
puntuaciones no aprobatorias.

En cuanto al riesgo de salida, 2,812 viviendas con asistencia 
federal en Puerto Rico tienen restricciones de asequibilidad 
que expirarán en los próximos cinco años. Entre las viviendas 
que expiran en los próximos cinco años, la mayoría están 
subvencionadas únicamente por el programa PBRA de la 
Sección 8, lo que supone un total de casi 1,600 viviendas. 
Otras 435 de las viviendas que enfrentan riesgo de salida 
en los próximos cinco años reciben ayudas a través del 
programa LIHTC, mientras que el resto están financiadas por 
otros programas de HUD o de USDA. En conjunto, casi una 
de cada diez viviendas subvencionadas enfrenta un riesgo 
de depreciación o de salida en los próximos cinco años.

Un factor de riesgo de salida conocido es la propiedad por 
parte de una entidad con fines de lucro (NLIHC & PAHRC, 
2024). Los propietarios con fines de lucro representan más de 
26,000 o el 30% de todas las viviendas con asistencia federal 
en Puerto Rico. Esta cifra es muy inferior a la de EE. UU. 
continental, donde el 51% de las viviendas son propiedad 
de entidades con fines de lucro (NLIHC & PAHRC, 2024). 
En parte debido al gran número de unidades de vivienda 
pública, las entidades públicas son propietarias de 47,993 
o el 55% de las viviendas con asistencia federal de Puerto 
Rico. Otro 12% son propiedad de entidades sin fines de 
lucro, mientras que en el 3% restante la propiedad es mixta 
o no contamos con los datos sobre propiedad. Aunque la 
propiedad con fines de lucro de viviendas con asistencia es 
menos común en Puerto Rico que en el territorio continental, 
la posibilidad de que las viviendas con asistencia federal 
se reconviertan en viviendas a precio de mercado sigue 
siendo preocupante.

Otra fuente importante de ayuda a la vivienda en Puerto 
Rico son los Vales de Elección de Vivienda (HCV). En 2024, 
Puerto Rico contaba con 33,944 vales de vivienda, de los 
que se utilizaba el 84% (HUD, sin fecha). El apoyo financiero 
que los vales HCV proporcionan a los hogares de bajos 
ingresos convierte al programa en un componente crucial 
del parque de viviendas asistidas. Desafortunadamente, 
el programa enfrenta continuamente el riesgo de las 
asignaciones, ya que la financiación federal para el 
programa HCV suele correr el riesgo de sufrir recortes 
presupuestarios cada año. Incluso cuando el programa 
HCV recibe aumentos en las asignaciones, los incrementos 
deben seguir el ritmo de la inflación para garantizar que 
no se produzca una pérdida de vales.

La vivienda pública es la mayor fuente de viviendas 
asequibles subvencionadas de Puerto Rico, que financia 
o financia parcialmente más de 48,000 viviendas.
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CONCLUSIÓN
Puerto Rico enfrenta una importante escasez de 
viviendas de alquiler asequibles y disponibles para 
sus arrendatarios de más bajos ingresos, quienes a su 
vez enfrentan afectaciones graves y generalizadas por 
los costos de vivienda. Los arrendatarios de ingresos 
extremadamente bajos se enfrentan a una brecha 
de asequibilidad que no se puede resolver sin una 
inversión sustancial en asistencia para la vivienda.

Con el fin de atender los problemas de asequibilidad 
de vivienda que enfrentan los arrendatarios de más 
bajos ingresos, se requieren inversiones significativas en 
programas federales de vivienda. En primer lugar, dada 
la amplia magnitud del desempleo y los bajos ingresos, 
se necesita una mayor inversión en asistencia para el 
alquiler, como el programa de vales HCV. Además del 
apoyo financiero directo que los vales proporcionan a 
los hogares de bajos ingresos, el programa HCV también 
proporciona una fuente de ingresos para propietarios 
privados, lo que potencialmente los incentivará a 
mantener o incluso renovar sus propiedades.

Los desafíos de conservación que se documentan en este 
informe indican que también se necesitan inversiones 
para preservar la calidad física y la asequibilidad del 
parque de viviendas existente en Puerto Rico que recibe 
asistencia federal. Dado que la mayor parte del parque 
de viviendas subvencionadas de la isla es vivienda 
pública, es vital realizar mayores inversiones de capital 
para mejorar y mantener la calidad física del parque de 
viviendas públicas y mitigar el riesgo de depreciación.

Puerto Rico también sufrió una lenta implementación de 
la asistencia para vivienda por desastres tras los huracanes 
Irma y María, así como los terremotos de 2020, lo que 
probablemente contribuyó a problemas a largo plazo con 
el desplazamiento y las viviendas físicamente inadecuadas. 
Dado el aumento de la frecuencia e intensidad de los 
desastres relacionados con el clima, el gobierno federal 
debe proporcionar financiación equitativa para la vivienda 
y la recuperación ante desastres, garantizando que 
los fondos se distribuyan sin las demoras burocráticas 
que históricamente han obstaculizado la recuperación. 
Una medida que mejoraría la administración de la ayuda 
a la vivienda tras desastres sería el establecimiento 
permanente del Programa de Subvenciones Globales para 
el Desarrollo Comunitario - Recuperación de Desastres 
(CDBG-DR) administrado por HUD, a través de la “Ley de 
Reforma a la Recuperación ante Desastres” bipartidista. 
Esta ley garantizaría que los fondos de recuperación a largo 
plazo, de vital importancia para la reparación, renovación 
y reemplazo de viviendas, lleguen rápidamente a las 
zonas afectadas y ayuden a los sobrevivientes a regresar 
y permanecer en sus comunidades tras los desastres.

De manera similar al territorio continental de EE. UU, 
Puerto Rico enfrenta una grave escasez de viviendas de 
alquiler asequibles y disponibles para los arrendatarios 
de más bajos ingresos. El mercado privado por sí solo 
no puede satisfacer las necesidades de vivienda de 
estos arrendatarios y la inadecuada financiación de la 
asistencia federal para vivienda resulta por completo 
insuficiente. Al mismo tiempo, Puerto Rico enfrenta su 
propia serie de dificultades únicas, como su limitada 
autonomía política como territorio, las continuas crisis 
económicas y los crecientes desastres relacionados con 
el clima. Estas dificultades no han hecho más que agravar 
los retos de asequibilidad de la vivienda derivados 
de las limitaciones del mercado privado. Inversiones 
significativas en asistencia federal para la vivienda y 
reformas a las políticas de recuperación de la vivienda 
tras desastres contribuirían en gran medida a atender 
los desafíos de vivienda documentados en este informe.
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